
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO 

CIVIL FEDERAL Y DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES, EN MATERIA DE DEUDORES ALIMENTARIOS, A CARGO DE LA DIPUTADA 

SORAYA PÉREZ MUNGUÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

Quien suscribe, Soraya Pérez Munguía, diputada integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 

Institucional en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, 

fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6, numeral 1, fracción 

I, y 77, numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta honorable 

asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 

del Código Civil Federal y de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en materia de 

deudores alimentarios. 

Exposición de Motivos 

Primero. Según datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), en los últimos 10 años la tasa de 

divorcios en México se ha incrementado en 57.26 por ciento, mientras que la tasa de matrimonios ha disminuido 

24.68 por ciento. Ejemplo de ello es que, tan sólo en 2019, se reportaron más de 160 mil divorcios a nivel nacional, 

lo que se traduce en una tasa de 31.7 divorcios por cada 100 matrimonios: tasa mucho más alta a la del 15.1 que 

se tenía registrada en 2010.1 

Segundo. Como consecuencia, se ha visto que las personas, particularmente las mujeres, encuentren problemas 

al momento de disolver el vínculo matrimonial con su cónyuge, especialmente si la pareja ha formado una familia 

o concebido hijos. 

Tercero. En México, lo que se ha visto en reiteradas ocasiones es que las mujeres, a partir de la separación con 

su cónyuge, inician un procedimiento en contra del esposo o concubino para establecer la obligación de 

proporcionar una pensión alimenticia a favor de los hijos menores de edad, de acuerdo a la normatividad vigente. 

Cuarto. El Código Civil Federal, en su artículo 303, establece que “los padres están obligados a dar alimentos a 

sus hijos”. Asimismo, el artículo 308 establece que por alimentos se entenderá “la comida, el vestido, la habitación 

y la asistencia en casos de enfermedad; y, en caso de los menores de edad, los gastos necesarios para la educación 

primaria del alimentista, y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a su sexo y 

circunstancias personales”.2 

Por otro lado, el artículo 309 señala que “el obligado a dar alimentos cumple la obligación asignando una pensión 

competente al acreedor alimentario o incorporándolo, a la familia. Si el acreedor se opone a ser incorporado, 

compete al juez, según las circunstancias, fijar la manera de ministrar los alimentos”; misma que, en la mayoría 

de los casos, hace referencia a una pensión alimenticia.3 

Quinto. Sin embargo, la realidad es que en México, el establecimiento de la pensión alimenticia no es efectiva 

en la mayoría de los casos. Según cifras del Inegi, 67.5 por ciento de las madres solteras mexicanas no reciben 

una pensión alimenticia,4 algo que se traduce en una proporción de 3 de cada 4 hijos de padres separados que no 

reciben dicha pensión. 

Sexto. En ese sentido, el artículo 322 del Código Civil Federal establece que “cuando el deudor alimentario no 

estuviere presente o estándolo rehusare entregar lo necesario para los alimentos de los miembros de su familia 

con derecho a recibirlos, se hará responsable de las deudas que éstos contraigan para cubrir esa exigencia”.5 



 

 
 

No obstante, el problema radica en que, a nivel nacional, no existe un mecanismo establecido que refuerce estas 

medidas, por lo que es uno de los objetivos de la presente iniciativa establecer el mecanismo conocido como el 

Registro Nacional de Deudores Alimentarios Morosos, mismo que busca resolver de manera integral el problema 

del incumplimiento de las personas del pago de las pensiones alimenticias en aras de proteger los derechos, 

primordialmente, de las mujeres mexicanas. 

Séptimo. Dicho mecanismo, cabe mencionar, tiene precedente tanto a nivel nacional como internacional y ha 

demostrado ser una herramienta invaluable para el cumplimiento de las obligaciones de los deudores alimentarios 

con las niñas, niños y adolescentes, así como para la protección de las y los acreedores alimentarios. 

Octavo. A nivel nacional, congresos locales, como el de la Ciudad de México, Estado de México, Coahuila, 

Chiapas y Guerrero, han diseñado y activado registros similares en materia de deudores alimentarios. 

Tomando como ejemplo la legislación aprobada en el Congreso de la Ciudad de México, a partir de una reforma 

a su Código Civil promulgada en agosto de 2018, se observó la creación del Registro de Deudores Alimentarios 

Morosos, el cual es una lista que se compone de aquéllos que han excedido por más de noventa días su adeudo 

obligado de pensión alimenticia. Dicha lista es publicada en internet por orden de un Juez Familiar, Civil o Penal 

que conozca de un caso de incumplimiento de pensión alimenticia.6 

Su objetivo es dar a conocer el historial del deudor alimentario, mismo que podrá ser consultado por 

organizaciones financieras, empresas privadas, instituciones públicas, para condicionar el otorgamiento de 

créditos o empleos, debido a su incumplimiento en el pago de la pensión alimenticia. 

No obstante, la falta de homogeneidad en la legislación local constituye un grave problema, ya que, si bien es 

cierto existen entidades federativas en las cuales operan estos registros para facilitar el cumplimiento de las 

obligaciones en materia de alimentos, en la mayoría de las entidades del país no existen medios para hacerlos 

efectivos. Por ello debemos considerar, con fundamento en las facultades que nuestra Constitución establece, que 

resulta necesario plasmar en ley los mecanismos y las acciones que harán que los deudores alimentarios cumplan 

con su obligación en toda la República Mexicana. 

Noveno. A nivel internacional, por otro lado, también vemos diversas experiencias respecto al tema de pensión 

alimenticia, particularmente casos en donde el fortalecimiento de los marcos legales han podido garantizar una 

mayor protección de los derechos de las mujeres y los hijos menores de edad. 

En Argentina, por ejemplo, se impulsó la Ley 13.074 en 2003, mediante la cual se creó un Registro de Deudores 

Alimentarios Morosos, el cual, no sólo buscaba poner a disposición de la ciudadanía los nombres de las personas 

obligadas que incumplieran con el pago de la cuota alimenticia establecida en la ley, sino que también proponía 

sanciones como que dichas personas estuvieran imposibilitadas de realizar operaciones bancarias, obtener 

créditos, tarjetas de crédito, habilitaciones para la apertura de comercios, concesiones, permisos, entre otros.7 

El Parlamento de Perú, en ese mismo sentido, creó en 2007, a través de la Ley número 28970, su propio Registro 

de Deudores Alimentarios Morosos para asegurar la alimentación de la familia a consecuencia de resoluciones 

judiciales. A través de dicho registro se publica la fotografía del deudor en la página web del Poder Judicial y se 

reporta a la superintendencia de banca y seguros para que sea incluido en las centrales de riesgo.8 Su éxito logró 

que en 2017 se añadieran reformas para vincular las sentencias de deudores con la emisión de documentos de 

identidad nacional, o incluso para condicionar la salida del país. 

Por su parte, en Uruguay, en 2006, el Parlamento impulsó la Ley número 17.957 a través de la cual se creó el 

Registro de Deudores Alimentarios; mismo que establecía varias consecuencias para aquellos sujetos obligados 



 

 
 

que incumplieran en el pago de la pensión alimenticia correspondiente.9 Entre dichas consecuencias destacan que 

los bancos y las tarjetas de crédito antes de autorizar abrir una cuenta, sacar un préstamo, o autorizar la emisión 

o renovación de una tarjeta de crédito tienen que consultar si la persona está inscrita en el Registro de Deudores 

Alimentarios y, en dicho caso, pueden negarse a conceder el préstamo, negarse a la apertura de cuenta bancaria, 

y negarse a emitir una nueva tarjeta. Otra de las consecuencias es que los organismos estatales, entiéndase por 

tales, el estado, los gobiernos departamentales, los entes autónomos, los servicios descentralizados y las personas 

públicas no estatales deberán solicitar información al Registro de Deudores Alimentarios y negarse a contratar un 

proveedor que registre deuda de alimentos.10 

Finalmente, en Colombia, también se proyectó la creación de un Registro de Deudores Alimentarios Morosos, 

donde además de incluir las previsiones en materia de acceso a productos financieros, se dispusieron sanciones 

en cuestión civil y penal. En este caso, sobresale la adición que establece que para contender para algún cargo 

público o ser contratado por el Estado, no se podrá estar inscrito en el Registro.11 

Décimo. Cabe destacar también que en México, hasta 2020, se han presentado más de 30 iniciativas que buscan 

modificar los marcos legales para permitir habilitar diferentes sistemas de información pública referentes a la 

identificación de los deudores. 

En 2015, por ejemplo, el Senado de la República se registró una iniciativa en la materia para vincular el carácter 

de deudor alimenticio con la obtención de licencias y permisos para conducir, la obtención de pasaportes o 

documentos de identidad, así como la capacidad de participar como candidato a cargos de elección popular, o 

incluso en procesos para aspirantes de cargos de jueces, magistrados y ministros del Poder Judicial. Esta iniciativa, 

que contó con la participación de cinco grupos parlamentarios en la Cámara Alta, también previó limitar a los 

deudores a participar como proveedores de los tres órdenes de gobierno y ajustar las posibilidades de llevar a 

cabo trámites ante notarías públicas, relativos a la compraventa de bienes inmuebles y la constitución o 

transmisión de derechos. No obstante, se encuentra pendiente en las comisiones unidas de los derechos de la niñez 

y de la adolescencia y de estudios legislativos en el Senado de la República.12 

Por otro lado, en 2019, el Grupo Parlamentario del PRI en la Cámara de Diputados presentó una iniciativa que 

busca crear el registro a nivel nacional y relacionarlo con autoridades migratorias para dar aviso oportuno de sus 

deberes alimenticios y restringir la salida del territorio nacional.13 

Asimismo, en abril del mismo año, la Cámara de Diputados aprobó una reforma impulsada por el Grupo 

Parlamentario del PAN para crear el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias, modificando únicamente 

la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.14 Su objetivo es concentrar la información de 

deudores y acreedores de obligaciones alimentarias. Dicha minuta fue remitida a la Cámara de Senadores, donde 

actualmente se encuentra pendiente de dictamen en las Comisiones de Justicia y Estudios Legislativos. 

Finalmente, en noviembre de 2020, igual a propuesta del Grupo Parlamentario del PRI, se presentó una iniciativa 

que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Civil Federal y de la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes en materia de deudores alimentarios; misma que se sigue pendiente de dictamen en 

las Comisiones Unidas de Justicia y Derechos de la Niñez y Adolescencia.15 

Undécimo. Aunado a los problemas relacionados con la falta de pago de pensiones alimenticias previamente 

descritos, cabe resaltar que otro problema es que la normatividad vigente no contempla medidas de protección 

para mujeres embarazadas o hijos no nacidos en la misma materia. 



 

 
 

Por ello, el segundo objeto de la presente iniciativa es que se contemple la protección y garantía de los derechos 

de mujeres embarazadas y, particularmente, de las hijas e hijos no nacidos, los cuales deben ser acreedores a los 

mismos derechos alimenticios que aquéllos que ya nacieron. 

Duodécimo. De acuerdo con los compromisos que el Estado mexicano tiene con la ciudadanía, en este caso con 

las mujeres mexicanas, es importante apuntar y resaltar que la razón principal por la que se decide practicar el 

aborto es por razones económicas adversas, es decir, la pobreza es el principal factor determinante que conlleva 

a la interrupción del embarazo. 

Esto es, la normatividad mexicana debe de contemplar que una mujer decide realizarse un aborto por no tener los 

medios económicos suficientes para sostener un embarazo ni para mantener a un recién nacido, y que esto debe 

de ser combatido con apoyos económicos y médicos suficientes para que las mujeres que se encuentran en ese 

supuesto tengan una tutela efectiva de sus derechos humanos reproductivos y, sobre todo, que el producto de la 

concepción obtenga una tutela efectiva para proteger su vida. 

Decimotercero. Dicho apoyo, es importante mencionar, debe garantizarse desde el momento en que la mujer 

sepa que se encuentra embarazada por los medios médicos correspondientes, hasta el término de dicho embarazo 

con el nacimiento del nuevo nacional, en aras de poder sostener los costos de la manutención apropiada y digna 

del recién nacido. Asimismo, sería de prioridad que se destinara a mujeres embarazadas, jefas de familia, que se 

encuentren en condición de pobreza, en zonas indígenas, desocupadas o que se desempeñen en el sector informal 

de la economía. 

Decimocuarto. En tal virtud, el objetivo central de la presente iniciativa es crear el Registro Nacional de 

Deudores Alimentarios Morosos, el cual pretende inhibir la irresponsabilidad en el pago de las pensiones 

alimenticias tanto a las personas acreedoras contempladas en el marco normativo actual como a mujeres 

embarazadas e hijas e hijos no nacidos, a través de su registro en una lista que los exhiba en la contratación laboral 

y obligue el pago de dicha pensión. 

Con esta medida, las empresas o personas que contraten a las personas podrán revisar este registro y en caso de 

tener una deuda de pensión alimentaria, pueda formar convenio con los tutores o madres de familia para que se 

deposite parte del sueldo directamente en beneficio de la manutención de los hijos. 

La realización del registro en un formato abierto y transparente fortalece la trayectoria de las instituciones públicas 

enfocadas a la lucha en contra de la desigualdad de las mujeres y el bienestar de niñas, niños y adolescentes de 

nuestro país. A través de una plataforma accesible y multidimensional, se busca que las acciones que surjan de 

esta política sean transversales, eficientes y brinden conformidad al uso de la información pública. 

Asimismo, el diseño de un instrumento nacional ayudará a ajustar y coordinar los esfuerzos locales que se han 

presentado en algunas entidades del país y en el ámbito legislativo federal. Los beneficios de corregir daños 

estructurales a través de la innovación y distintos métodos de gobernanza asistirán a mejorar la precisión y la 

integridad del sistema legal y la confianza de la ciudadanía en su desempeño. 

Con la finalidad de lograr lo anteriormente expuesto, se proponen las siguientes modificaciones al Código Civil 

Federal y a la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes en materia de deudores 

alimentarios, por lo que la propuesta de la iniciativa quedaría de la siguiente manera: 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 

 

Que en virtud de lo anterior y tomando en cuenta que el honorable Congreso de la Unión está facultado para 

legislar en la materia que nos ocupa en los términos previstos por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, de conformidad con lo establecido en los artículos 71, fracción II, 72 apartado H, y 73, fracciones 

XXIX, XXXI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respetuosamente me permito someter 

a consideración del pleno el presente proyecto de 



 

 
 

Decreto por el que se por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Civil 

Federal y de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en materia de deudores 

alimentarios 

Artículo Primero. Se reforman los artículos 309, 322, 360 y 364 y se adiciona un artículo 322 Bis al Código 

Civil Federal para quedar como sigue: 

Artículo 309 . El obligado a dar alimentos cumple la obligación asignando una pensión competente al acreedor 

alimentario o incorporándolo, a la familia. Si el acreedor se opone a ser incorporado, compete al juez, según las 

circunstancias, fijar la manera de ministrar los alimentos. En el caso de los hijos no nacidos, el obligado 

atenderá la provisión de medicamentos esenciales, vacunas, leche y alimentos para el crecimiento y 

desarrollo saludable en el embarazo. Asimismo, el juez apercibirá al cumplimiento de la obligación. 

Cuando el obligado a dar los alimentos se reusare a entregarlos una vez emitida sentencia de pensión 

alimentaria, éste adquirirá el carácter de deudor alimentario. Para tales efectos, los Jueces de lo Familiar, 

a instancia de parte, ordenarán su inscripción en el Registro Nacional de Deudores Alimentarios Morosos 

de acuerdo con lo establecido en el artículo 322 del Código Civil Federal. 

(...) 

Artículo 322. Cuando el deudor alimentario no estuviere presente o estándolo rehusare entregar lo necesario para 

los alimentos de los miembros de su familia con derecho a recibirlos, se hará responsable de las deudas que éstos 

contraigan para cubrir esa exigencia, pero sólo en la cuantía estrictamente necesaria para ese objeto y siempre 

que no se trate de gastos de lujo. 

Los juzgados familiares contarán con una relación actualizada de los obligados a dar alimentos que 

incumplan con su obligación que cuenten con una sentencia o convenio. Transcurridos noventa días de 

morosidad, el juez de lo familiar notificará al Sistema Nacional DIF para que sea inscrito en el Registro 

Nacional de Deudores Alimentarios Morosos. 

(...) 

Artículo 322 Bis. Una vez solventada la deuda por pensión alimentaria, el deudor deberá solicitar al juez 

de lo familiar competente su baja en el Registro Nacional de Deudores Alimentarios Morosos, y éste 

notificará el complimiento de la obligación al DIF. 

(...) 

Artículo 360. La filiación de los hijos nacidos fuera de matrimonio resulta, con relación a la madre, del solo 

hecho del nacimiento. Respecto del padre sólo se establece por el reconocimiento voluntario o por una sentencia 

que declare la paternidad. En el caso de los hijos nacidos o no nacidos, la filiación respecto del padre se podrá 

establecer por una sentencia que declare la paternidad, como resultado positivo de la prueba de ADN. 

(...) 

Artículo 364 . Puede reconocerse o establecerse la filiación del hijo que no ha nacido y al que ha muerto si ha 

dejado descendencia. 



 

 
 

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 14, 29 y 103 y se adiciona una sección cuarta al capítulo tercero del 

título quinto de la Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Artículo 14. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que se les preserve la vida, a la supervivencia y al 

desarrollo. 

Las autoridades de la Federación, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales 

de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán llevar a cabo las acciones 

necesarias para garantizar el desarrollo y prevenir cualquier conducta que atente contra su 

supervivencia, incluyendo las niñas y niños no nacidos , así como para investigar y sancionar efectivamente los 

actos de privación de la vida. 

(...) 

Artículo 29. Corresponde al Sistema Nacional DIF, así como a los Sistemas de las Entidades y los Sistemas 

Municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias: 

I. Prestar servicios de asesoría y asistencia jurídica a las personas que deseen asumir el carácter de familia de 

acogimiento pre-adoptivo de niñas, niños o adolescentes, así como su capacitación; 

II. Realizar evaluaciones sobre la idoneidad de las condiciones de quienes pretendan adoptar, y emitir los 

dictámenes correspondientes, así como formular las recomendaciones pertinentes al órgano jurisdiccional, y 

III. Contar con un sistema de información que permita registrar a las niñas, niños y adolescentes cuya situación 

jurídica o familiar permita que sean susceptibles de adopción, así como el listado de las personas solicitantes 

de adopción, adopciones concluidas e informar de manera trimestral a la Procuraduría de Protección Federal. 

IV. Operar el Registro Nacional de Deudores Alimentarios Morosos. 

(...) 

Artículo 103. Son obligaciones de quienes ejercen la responsabilidad parental , patria potestad, tutela o guarda 

y custodia, así como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado 

niñas, niños o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean instituciones públicas, conforme 

a su ámbito de competencia, las siguientes: 

I. Garantizar sus derechos alimentarios, el libre desarrollo de su personalidad y el ejercicio de sus derechos, de 

conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones aplicables. Para los efectos de esta 

fracción, los derechos alimentarios comprenden esencialmente la satisfacción de las necesidades de 

alimentación y nutrición, habitación, educación, vestido, atención médica y psicológica preventiva integrada a 

la salud, asistencia médica y recreación. En el caso de las niñas y niños no nacidos, también comprende la 

provisión de medicamentos esenciales, vacunas, leche y alimentos para el crecimiento y desarrollo 

saludable en el embarazo de la madre. Las leyes federales y de las entidades federativas deberán prever los 

procedimientos y la orientación jurídica necesaria así como las medidas de apoyo para asegurar el 

cumplimiento del deber de garantizar los derechos alimentarios; 

El incumplimiento de la obligación alimentaria, a cargo del deudor correspondiente no queda al arbitrio 

de quien tenga la responsabilidad parental, guardia o tutela del menor, quien está obligado a denunciar, 

ante el juez de lo familiar competente, el incumplimiento del obligado. 



 

 
 

(...) 

Título Quinto 

Capítulo Tercero 

Sección Cuarta 

Del Registro Nacional de Deudores Alimentarios Morosos 

Artículo 135 Bis. Las legislaturas de las entidades federativas establecerán normas a fin de garantizar el 

derecho alimentario de la niñez incluyendo las niñas y niños no nacidos, para ello crearán en la legislación 

local de la materia, entre otras, las siguientes medidas: 

I. Penas efectivas para sancionar la falsedad información o la negativa de los patrones a dar información 

sobre los ingresos reales del demandado o demandante. 

II. La obligación de los patronos o representantes legales de brindar a la autoridad judicial 

correspondiente, información sobre el salario del deudor de la pensión alimentaria, dentro del plazo de 

cinco días hábiles contados a partir de que se les notifique. 

III. Las sanciones ante la negativa o falsedad en la información en la que incurren los patronos o 

representantes legales en el delito de desobediencia, o el que corresponda según las normas penales 

competentes en la materia. 

En el caso de los deudores alimentarios cuyo trabajo implique salir y entrar frecuentemente al país y estén 

obligados, como consecuencia de lo dispuesto en este artículo, a realizar un depósito judicial u ofrecer otra 

garantía para asegurar el cumplimiento de su obligación, deberán hacerlo una vez al año. 

Artículo 135 Ter. Se crea el Registro Nacional de Deudores Alimentarios Morosos, en el cual se inscribirá 

a las personas que hayan dejado de cumplir sus obligaciones alimentarias por tres meses de manera 

consecutiva o por cinco de forma alternada, ordenadas por autoridad competente o por convenio judicial. 

La coordinación y emisión de lineamientos para la operación del Registro Nacional de Deudores 

Alimentarios Morosos, quedarán a cargo del Sistema Nacional de Protección Integral. 

Las Procuradurías de Protección de cada entidad, deberán enviar toda la información referente a sus bases 

de datos de deudores obligados alimentarios morosos, con la finalidad de que el Sistema Nacional de 

Protección Integral concentre y retroalimente a las procuradurías con toda la información recabada. 

Artículo 135 Quáter. Las Procuradurías de Protección Integral tendrán a su cargo las siguientes funciones: 

I. Elaborar y mantener una base de datos que incluya a los deudores alimentarios morosos de acuerdo a 

lo establecido en el artículo 135 Ter de esta Ley, así como aquellos patrones que hayan incumplido una 

resolución judicial de retención de recursos destinados al pago de alimentos. 

II. Acatar las resoluciones administrativas y judiciales que ordenen la inscripción y en su caso, la 

cancelación en el registro de obligados alimentarios morosos una vez cumplidas las obligaciones a que se 

refiere esta Ley; 



 

 
 

III. Expedir certificados sobre la inscripción o no en el registro, ante el requerimiento simple de personas 

físicas o morales, públicas o privadas; y 

IV. Crear, instrumentar y mantener actualizado un sitio de internet, a través del cual los usuarios 

interesados podrán obtener, en tiempo real, certificados que proporcionen información de la existencia 

o inexistencia de inscripciones vigentes como deudor alimentario moroso. 

Artículo 135 Quinquies. Las inscripciones que se realicen en el Registro, contendrán: 

I. Nombre o nombres, apellidos y Clave Única de Registro de Población del deudor alimentario moroso; 

II. Nombre del acreedor o acreedores alimentarios; 

III. Datos del acta que acredite el vínculo entre el deudor y acreedor alimentario, en su caso; 

IV. Número de pagos incumplidos y monto del adeudo alimentario; 

V. Órgano jurisdiccional que ordenó el registro; 

VI. Datos del expediente o causa jurisdiccional de la que deriva su inscripción, y 

VII. Fotografía del deudor alimentario moroso. 

El tratamiento de los datos señalados en este artículo atenderá a los principios de licitud, consentimiento, 

información, calidad, finalidad, lealtad, proporcionalidad y responsabilidad, que deben de atenderse en el 

manejo y protección de datos personales y demás principios previstos en la legislación en la materia. 

Artículo 135 Sexies. El certificado de inscripción en el Registro a que se refiere el artículo 135 Quáter 

fracción III contendrá lo siguiente: 

I. Nombre o nombres, apellidos y Clave Única de Registro de Población del deudor alimentario moroso; 

II. Número de acreedores alimentarios; 

III. Monto de la obligación adeudada; 

IV. Órgano jurisdiccional que ordenó el registro; 

V. Datos del expediente o causa jurisdiccional de la que deriva su inscripción; y 

VI. Fotografía del deudor alimentario moroso. 

Artículo 135 Septies. En caso de no encontrarse registros de inscripción, el Registro Civil, expedirá el 

certificado correspondiente. 

Artículo 135 Octies. La autoridad jurisdiccional competente, en términos de lo señalado en la legislación 

de las entidades federativas, que conoce o conoció la causa, previo a ordenar la inscripción, deberá notificar 

al obligado alimentario la solicitud de inscripción en el Registro. 



 

 
 

Este procedimiento se tramitará acorde a las normas jurídicas de cada entidad y el juez dispondrá lo 

necesario para que la resolución que proceda no se dicte en un plazo mayor a quince días. 

Artículo 135 Nonies. La inscripción en el Registro, tendrá los efectos de publicitar las obligaciones que tiene 

el deudor alimentario y garantizar de manera efectiva la preferencia en el pago de deudas alimentarias. 

Artículo 135 Decies. El Sistema Nacional de Protección Integral celebrará convenios con las sociedades de 

información crediticia a que se refiere la Ley de la materia, a fin de proporcionar la información del 

Registro, misma que deberá actualizarse mensualmente. 

Artículo 135 Undecies. Las Autoridades del Gobierno Federal, de las entidades federativas y de los 

municipios en el ámbito de sus competencias, dispondrán lo necesario a fin de establecer como requisito la 

presentación del certificado de no inscripción en el Registro, en los trámites y procedimientos siguientes: 

I. Obtención de licencias y permisos para conducir; 

II. Obtención de pasaporte o documento de identidad y viaje; 

III. Para participar como candidato a cargos concejiles y de elección popular; 

IV. Para participar como aspirante a cargos de jueces, magistrados y ministros del Poder Judicial; 

V. Para participar como proveedor de los tres órdenes de gobierno; 

VI. Los que se realicen ante notario público relativos a la compraventa de bienes inmuebles y la 

constitución o transmisión de derechos reales; y 

VII. En las solicitudes de matrimonio, el juez del Registro Civil hará del conocimiento si alguno de los 

contrayentes se encuentra inscrito en el Registro, mencionando la situación que guardan respecto de las 

obligaciones que tiene. 

Transitorios 

Primero . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. La creación del Registro Nacional de Deudores Alimentarios Morosos estará sujeta a la suficiencia 

presupuestal que se establezcan en el Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal correspondiente. 

Tercero. Las procuradurías de protección federal de las entidades federativas y de la Ciudad de México, de 

acuerdo a las facultades que sus reglamentos internos les confieran, deberán gestionar ante sus legislaturas locales 

la promulgación, en un plazo no mayor a 180 días posteriores a la entrada en vigor del presente decreto, de las 

reformas a las leyes locales en materia de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes que sean 

necesarias, para que las procuradurías estén en condiciones de cumplir con las obligaciones que la presente ley 

les confiere. 

Cuarto. Los jueces de lo familiar iniciarán la aplicación de la presente ley, a partir de su entrada en vigor, 

proveyendo lo necesario, durante el tiempo en que inicien las labores del registro a que se refiere el artículo 

anterior. 



 

 
 

Quinto. Las instituciones relacionadas con la asistencia y asesoría jurídica, en materia de familia, iniciarán la 

aplicación de la presente ley, a partir de su entrada en vigor. 

Notas 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de marzo de 2021. 

Diputada Soraya Pérez Munguía (rúbrica) 
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